HABEAS CORPUS SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN:66001310900220160001601   

ACCIONANTE: WILLIAM ALBERTO ZAPATA
CONFIRMA NEGACIÓN 

A.N°16

IMPROCEDENCIA HÁBEAS CORPUS/ No es medio alternativo del proceso penal/ Detención no arbitraria/ Trámite y términos procesales adecuados 
“(…) no puede utilizarse como mecanismo (…) sustitutivo de los procesos ordinarios para debatir lo que legalmente debe hacerse en el interior de los mismos, en tanto se trata de un medio excepcional para lograr la protección del derecho a la libertad y corregir las eventuales afectaciones que pudieran presentarse por actos u omisiones de las autoridades públicas (…) ya que los planteamientos esbozados por él son en torno a su responsabilidad penal, tema que escapa a la esfera del juez constitucional.”

“(…) contrario a lo sostenido por el accionante, su detención no es arbitraria sino derivada de una orden de captura emitida en su contra por autoridad judicial competente, la cual fue debidamente legalizada por el correspondiente juez de control de garantías, funcionario que a su vez le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión, decisión que se encuentra en firme (…)”  

“Aunado a lo anterior, se sabe que dentro del proceso penal adelantado contra el señor WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO por las conductas punibles de homicidio agravado y hurto calificado y agravado se radicó escrito de acusación dentro del término legal establecido, y se fijó fecha para realizar la correspondiente audiencia(…) 

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-260 de 1999. Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia de 19 de enero de 2010, -rad. 33373-.
                               REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                                PEREIRA-RISARALDA 
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                                                    RAMA JUDICIAL 

     TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA UNITARIA DE DECISIÓN PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

1.- VISTOS 

En condición de juez unipersonal, el suscrito magistrado resuelve a continuación el recurso de apelación interpuesto por el ciudadano WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO contra la providencia proferida en febrero 10 de 2016 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual se negó la pretensión liberatoria dentro de la acción de HABEAS CORPUS promovida por él.
2.- ANTECEDENTES

2.1.- En escrito presentado el pasado 09 de febrero, el señor ZAPATA DELGADO solicita su libertad por cuanto considera que fue capturado sin que existan pruebas contundentes en su contra, y sin observancia de las normas legales vigentes. 
2.2.- La petición de orden constitucional fue recibida por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que requirió a la Fiscalía Treinta y Ocho Seccional, al Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías, y al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), para efectos de que suministraran información sobre la actuación penal adelantada contra el accionante. 

De conformidad con las respuestas allegadas por los aludidos despachos y de acuerdo con la inspección judicial realizada al expediente con radicado No. 660016000036201505514, se estableció lo siguiente: 
(i) La investigación en contra del accionante se adelanta por los punibles de homicidio agravado y hurto calificado y agravado, por hechos acaecidos en mayo 09 de 2015 en la transversal 12 No. 18-180 vía pública del municipio de Dosquebradas (Rda.), en los cuales perdió la vida la señora MARÍA NORA RAMÍREZ VARGAS.

(ii) Por esos acontecimientos ya fue condenado el señor CARLOS ANTONIO RAMÍREZ RAMÍREZ, quien en interrogatorio de indiciado refirió la probable coautoría de WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO, razón por la que se compulsaron copias para que se indagara al respecto.

(iii) Se solicitó orden de captura contra ZAPATA DELGADO, petición que fue despachada favorablemente, y en virtud de la misma fue aprehendido dicho ciudadano el día 18 enero de 2016, a consecuencia de lo cual en esa misma fecha ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Pereira (Rda.) con función de control de garantías se llevaron a cabo las audiencias preliminares por medio de las cuales se legalizó la captura, se le formuló imputación por las conductas de homicidio agravado y hurto calificado y agravado, las cuales no aceptó, y se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión. En dichas diligencias estuvo representado por defensora pública.
(iv) En enero 27 de 2016 se presentó escrito de acusación, el cual correspondió por reparto al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que fijó como fecha para la realización de audiencia de formulación de acusación el próximo 23 de febrero a las 3:00 p.m.
2.3.- De conformidad con la información obtenida, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira determinó que la acción de habeas corpus no estaba llamada a prosperar, y por lo mismo negó el derecho a la libertad personal que se invoca. Para llegar a esa conclusión, tuvo en consideración que: (i) el procedimiento observado en el trámite adelantado contra el señor WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO se ajusta a los requerimientos normativos, y a las ritualidades constitucionales y legales; (ii) la privación de la libertad fue en virtud de una orden escrita expedida por autoridad competente, a la cual se le impartió legalidad, por lo que conserva su vigencia, sin que la misma se haya prolongado indebida o injustificadamente; y (iii) el mecanismo no es viable en el presente caso, ya que se encuentra en curso un proceso penal dentro del cual está consagrado el trámite que debe adelantarse para hacer una solicitud en ese sentido.

2.4.- El accionante presentó escrito de impugnación en el que hace una serie de manifestaciones respecto de su inocencia frente al señalamiento que de él hizo el ciudadano CARLOS ARTURO RAMÍREZ RAMÍREZ, autor del homicidio de la señora MARÍA NORA RAMÍREZ VARGAS, de conformidad con los cuales asegura que no tiene nada que ver con ese hecho, y que su detención es arbitraria, por cuanto no hay pruebas contundentes en su contra.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA
Tiene competencia el suscrito magistrado para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2º de la Ley 1095/06 y en consideración a que la persona que alega la violación al derecho fundamental se encuentra privada de su libertad en esta capital
.
Del escrito recibido se observa el interés de poner en marcha la Administración de Justicia en pro de activar el derecho fundamental a la libertad personal por medio del ejercicio de la acción constitucional que encarna el habeas corpus (artículos 28 y 30 de la Carta Política).

De conformidad con los lineamientos legales y supralegales, la presente acción es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o la misma se prolonga ilegalmente
. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.
Se trata de una prerrogativa intangible, de aplicación inmediata, no susceptible de limitación, aplicable de conformidad con una interpretación ajustada a las reglas que integran el bloque de constitucionalidad, y que no sólo propende por la protección de la libertad sino también de la vida y la integridad personal como se dejó establecido en la Sentencia C-187/06.
De entrada advierte el suscrito magistrado que en el asunto puesto de presente no está demostrada la existencia de alguna de las causales que viabilizan la liberación por esta vía judicial especialísima, como bien lo dijo la funcionaria de primer nivel.
De conformidad con la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por el accionante, su detención no es arbitraria sino derivada de una orden de captura emitida en su contra por autoridad judicial competente, la cual fue debidamente legalizada por el correspondiente juez de control de garantías, funcionario que a su vez le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión, decisión que se encuentra en firme por cuanto contra la misma no se interpuso recurso alguno.  
Aunado a lo anterior, se sabe que dentro del proceso penal adelantado contra el señor WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO por las conductas punibles de homicidio agravado y hurto calificado y agravado se radicó escrito de acusación dentro del término legal establecido, y se fijó fecha para realizar la correspondiente audiencia; por tanto, es en ese escenario procesal donde éste debe procurar demostrar su inocencia, y para ello cuenta con la ayuda de la defensora pública que representa sus intereses. 

De igual forma debe precisársele al actor, que esta acción constitucional no puede utilizarse como mecanismo alternativo o sustitutivo de los procesos ordinarios para debatir lo que legalmente debe hacerse en el interior de los mismos, en tanto se trata de un medio excepcional para lograr la protección del derecho a la libertad y corregir las eventuales afectaciones que pudieran presentarse por actos u omisiones de las autoridades públicas, las cuales no se advierten en este caso, ya que los planteamientos esbozados por él son en torno a su responsabilidad penal, tema que escapa a la esfera del juez constitucional.
Acorde con lo anterior, la jurisprudencia ha señalado que las solicitudes de libertad deben tramitarse y decidirse dentro del respectivo proceso judicial, a consecuencia de lo cual resulta inviable, en principio –salvo claras actuaciones viciadas que constituyan vía de hecho y que por supuesto no es la situación que aquí se presenta-, acudir a la invocación del habeas corpus.
Puntualmente la H. Corte Suprema de Justicia ha señalado:
“[…]Al respecto, se ha de insistir en que esta acción no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en desarrollo del proceso penal en relación con los hechos que se investigan, el marco temporal y situacional de su ocurrencia o las causales de excarcelación, pues por ser un trámite excepcional está limitado a la protección de la libertad y de los derechos fundamentales que se deriven de ella como la vida, la integridad personal y el no ser sometido a desaparecimiento, o a tratos crueles y torturas, como lo concluyó la Corte Constitucional en sentencia C-187 de 2006 en el control previo realizado a la Ley Estatutaria de habeas corpus.

Precisamente, al constituir un medio excepcional de protección de la libertad no puede desconocer los trámites judiciales dispuestos para el proceso penal, ni el juez constitucional encargado de resolverlo puede sustituir a los funcionarios encomendados del conocimiento de tales procedimientos ordinarios, al punto que le está vedado cuestionar situaciones de fondo o de responsabilidad penal del procesado, debatir asuntos probatorios y de valoración, porque sólo se trata de una revisión de los aspectos formales o circunstanciales que rodearon la afectación de la libertad. […]”

De conformidad con lo dicho en precedencia, se itera que para el caso sometido a estudio la acción de habeas corpus es improcedente, toda vez que mediante este mecanismo judicial no pueden analizarse los argumentos que esgrime el señor ZAPATA DELGADO en torno a su inocencia, y debe ser el juez ordinario que conoce la actuación, luego de adelantarse la audiencia de juzgamiento, quien determine si le asiste o no compromiso en los delitos que se le endilgan.
En esos términos, hay lugar a confirmar la negativa de la protección constitucional deprecada, toda vez que la misma es improcedente, como quiera que la garantía fundamental a la libertad del accionante no ha sido transgredida, y en tal sentido la decisión adoptada por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho.
4.- DECISIÓN  

El suscrito magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), 

RESUELVE
CONFIRMAR la decisión adoptada por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual no concedió el habeas corpus presentado a favor de  WILLIAM ALBERTO ZAPATA DELGADO, de conformidad con lo argumentado en precedencia.

Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Por secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.
Notifíquese y cúmplase 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE             MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
              Magistrado



             Secretaria
� Corte Constitucional, Sentencia C-187/06, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y Corte Suprema de Justicia, Sala Unitaria, providencia del veintinueve (29) de enero de 2007, Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� Ley 1095 de 2006, artículo 1º.


�  CSJ AP, 19 ene. 2010, rad. 33373.
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